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tencioso-administrativa, ya que constituye garantía de una
acción administrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Supremo, en su sentencia de
24 de abril de 1997 (RJ 1997\3614), mantiene que el derecho
a la presunción de inocencia, reconocido a todo acusado en
el artículo 24.2 de la Constitución, constituye uno de los dere-
chos fundamentales de la persona que vincula a todos los
poderes públicos, es de aplicación inmediata y constituye uno
de los principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico.
Dicho principio desenvuelve su eficacia cuando existe una
falta absoluta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen
las garantías debidas. Junto a la exigencia de una válida acti-
vidad probatoria, constituye otra premisa fundamental de este
principio que la carga probatoria pesa sobre la acusación,
así como la valoración de la prueba es competencia propia
y exclusiva del órgano judicial. Debe decirse, por último, que
la prueba desvirtuadora de la presunción de inocencia -en
cuanto presunción “iuris tantum”- tiene por objeto, obviamen-
te, hechos en un doble aspecto: De un lado, la existencia
del hecho punible y, de otro, la participación del acusado
en el mismo. Como se desprende de cuanto queda dicho,
la presunción de inocencia queda destruida por la prueba apre-
ciada libremente por el juzgador (v. SSTC 31/1989, de 28
julio, 36/1983, de 11 mayo, y 92/1987, de 3 junio, entre
otras).

A tenor de ello, y conforme a la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de 1981, “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
Instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”, y si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional, en su sentencia de 8 de julio
de 1981 ha declarado, en base a lo establecido en el artículo
25 de la Constitución, que los principios inspiradores del orde-
namiento penal son aplicables, con ciertos matices, al derecho
administrativo sancionador, dado que ambos son manifesta-
ciones jurídicas del ordenamiento punitivo del Estado, según
era ya doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado, en las actuaciones hasta ahora
practicadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de
la infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados.

I I I

Habiéndose solicitado copia compulsada del contrato de
arrendamiento del local de negocio, elemento de prueba vertida
en su defensa por el recurrente y resultando que no ha sido
presentado en el plazo legalmente concedido para ello, es
destacable que el mismo no podrá ser apreciado como prueba
plena, al no constar la veracidad del mismo.

Y por otro lado, en atención al informe unido al expediente
y solicitado por la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía correspondiente, se establece que el arrendatario
que consta en el mencionado contrato de arrendamiento no
figura inscrito en los Padrones del Impuesto de Actividades
Económicas ejercidas en la demarcación que le corresponde
en la fecha de 6.10.98, por lo que hay que concluir que
el titular del establecimiento es el recurrente, y que, como
es obvio que en el texto de una denuncia no se incorporan
los datos de una determinada persona por azar o por con-
veniencia de quien la formula, sino porque constan en la rea-
lidad que se aprecia, en el momento de practicarla, en los
archivos municipales, o en la documentación que exista en

el establecimiento precisamente para la comprobación en las
inspecciones que se produzcan. Y, si esos datos no son correc-
tos o actuales, debe el sancionado hacer valer el error o la
modificación de un modo que deje constancia de ello, pero
no cabe asumirlo mediante una posible y genérica negación
de la titularidad, sin más, porque mientras esos datos consten
como reales en los archivos administrativos, la propia Admi-
nistración no puede más que tenerlos por válidos.

I V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa la Sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice: “En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la Sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la Sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria, mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98), Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos”.

Sevilla, 6 de junio de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 1 de junio de 2000, de la Direc-
ción General de Gestión de Recursos, por la que se
publican los listados definitivos de beneficiarios y exclui-
dos para la concesión de ayudas de acción social para
el personal funcionario al servicio de la Administración
de Justicia en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Por Resolución de 23 de septiembre de 1999, de la Direc-
ción General de Recursos Humanos y Medios Materiales, se



BOJA núm. 73Página núm. 9.662 Sevilla, 27 de junio 2000

aprobó la convocatoria de Ayudas de Acción Social, ejercicio
de 1999, para el personal funcionario de la Administración
de Justicia, en las modalidades de Ayuda por estudios de
funcionarios, Ayuda de minusválidos, Ayuda por hijos menores
de 18 años, Ayuda por estudios de hijos mayores de 18 años,
Ayuda por alquileres y Ayuda por defunción.

Por Resolución de 2 de marzo de 2000, de la Dirección
General de Recursos Humanos y Medios Materiales, se apro-
baron e hicieron públicos los listados provisionales de admi-
tidos y excluidos para la concesión de las citadas ayudas.

Habiéndose resuelto las reclamaciones presentadas y
hechas las modificaciones oportunas, de conformidad con lo
dispuesto en el Decreto 83/1997, de 13 de marzo (BOJA
núm. 33, de 18 de marzo), por el que se asignan a esta
Consejería las funciones y servicios traspasados por la Admi-
nistración del Estado en materia de provisión de medios per-
sonales, materiales y económicos al servicio de la Adminis-
tración de Justicia, esta Dirección General de Gestión de Recur-
sos, en virtud de las competencias conferidas por el artícu-
lo 8, apartado a), del Decreto 139/2000 (BOJA núm. 59,
de 20 de mayo),

HA RESUELTO

Primero. Aprobar y publicar los listados definitivos de adju-
dicatarios y excluidos de Ayudas de Acción Social, en las moda-
lidades de estudios de funcionarios, minusválidos, por hijos
menores de 18 años, por estudios de hijos mayores de 18 años,
por alquileres y por defunción, para el personal funcionario
al servicio de la Administración de Justicia en la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Segundo. Los listados, a que hace referencia el punto
anterior, quedarán expuestos en los tablones de anuncios que
se especifican en el punto 4 de la base quinta de la citada
Resolución de convocatoria.

Tercero. Contra lo establecido en la presente Resolución,
que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer, potes-
tativamente, recurso de reposición ante el órgano que dicta
en el plazo de un mes, a contar del día siguiente al de la
publicación de la presente Resolución, o ser impugnada direc-
tamente ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
competente en el plazo de dos meses, a contar desde el día
siguiente a su publicación, de conformidad con lo establecido
en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 1 de junio de 2000.- El Director General, José
Antonio Muriel Romero.

RESOLUCION de 14 de junio de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se acuerda el pago a las Organizaciones Sindicales
CC.OO., CSI-CSIF y FSP-UGT, de una subvención para
la realización de actividades formativas con cargo a
los fondos de Formación Continua.

En sesión de la Comisión de Formación Continua de la
Comunidad Autónoma de Andalucía de 3 febrero de 2000,
se aprobó la distribución de los Fondos de Formación Continua
para la realización de actividades formativas por las Orga-
nizaciones Sindicales integrantes de la Comisión Nacional de
Formación Continua para el año 2000.

En su virtud, y en uso de las atribuciones legalmente
conferidas,

HE RESUELTO

Primero. Conceder a las Organizaciones Sindicales sub-
vención por los importes que a continuación se indican y que
han sido aprobados en la Comisión de Formación Continua
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en su sesión del
día 3 de febrero del presente año:

CC.OO: 5.977.006 ptas. NIF: G-41.387.556.
CSI-CSIF: 2.398.106 ptas. NIF: G-79.514.378.
UGT-FSP: 5.124.887 ptas. NIF: G-78.085.149.

Segundo. Declarar la subvención recogida en la presente
Resolución de carácter excepcional en virtud de lo dispuesto
en el párrafo 3.º del artículo 107 de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tercero. La subvención compensará a las Organizaciones
Sindicales los costes originados por la realización de las accio-
nes formativas que han sido aprobadas en el seno de la Comi-
sión de Formación Continua de la Comunidad Autónoma de
Andalucía del 3 de febrero del presente año.

Cuarto. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 01.10.31.1800.482.00.13A.2 del
Presupuesto de este Instituto para 2000 y se hará efectiva
mediante el abono de un primer pago correspondiente al 75%
de su importe y el 25% restante una vez justificado el anterior
pago.

Quinto. La justificación del 75% de la subvención nece-
sario para el abono del segundo pago se realizará mediante
la aportación, dentro de los 30 días naturales siguientes a
su pago efectivo, de la siguiente documentación:

a) Certificado de haber registrado en contabilidad el ingre-
so percibido, con expresión del asiento contable practicado.

b) Cuantos documentos acrediten los gastos y costes ori-
ginados en el desarrollo de las actividades subvencionadas
por el importe correspondiente a este primer pago.

Sexto. Para la justificación del 25% restante se presentará,
dentro de los dos meses siguientes a su pago efectivo, la misma
documentación señalada en el punto anterior, pero referida
a la aplicación de este segundo pago, teniendo en cuenta
en relación con lo requerido en el apartado b) de dicho punto
que han de referirse a actuaciones realizadas dentro del ejer-
cicio 1999.

Séptimo. La Organización Sindical beneficiaria de la sub-
vención queda obligada a:

a) Sometimiento a las actuaciones de comprobación y
a las de control que correspondan a la Intervención General
de la Junta de Andalucía y a las previstas en la legislación
del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de
Andalucía.

b) Sometimiento a las actuaciones de comprobación a
efectuar por parte del Instituto Andaluz de Administración
Pública, y a remitir cuanta documentación le sea requerida
por éste, en relación con la aplicación de los fondos percibidos.

c) Cumplimentar la documentación relativa a las acciones
subvencionadas conforme al procedimiento establecido para
la homologación de actividades formativas.

Octavo. El incumplimiento de las obligaciones de justi-
ficación, de la finalidad para la que se conceden las sub-
venciones o de las condiciones fijadas para su concesión deter-
minará el reintegro de la cantidad percibida con los intereses


